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a Sala Laboral del Tribunal Su-
perior de Justicia (TSJ) de Cór-
doba admitió el recurso de ca-

sación de la demandada, anuló la 
sentencia que había reconocido la 
existencia de una relación laboral 
entre una médica y las codeman-
dadas, rechazó integralmente la 
demanda y distribuyó las costas 
por su orden al concluir que entre 
las partes existió una vinculación 
asociativa autónoma y no un con-
trato de trabajo. 

La decisión fue adoptada por los 
vocales Luis Angulo, Luis Rubio -
autor del voto- y Domingo Sesin.  

El Alto Cuerpo examinó la sen-
tencia que había considerado 
acreditada la relación de depen-
dencia entre la profesional y 
Promdex SA, con responsabili-
dad solidaria de Obra Social de 
los Empleados de Comercio y Ac-
tividades Civiles (Osecac), sobre 
la base de la prestación continua-
da de servicios médicos, la inser-
ción de la actora en la organiza-
ción empresaria, la existencia de 

directivas y controles y la aplica-
ción de la presunción del art. 23 
de la LCT. Sin embargo, entendió 
que esa conclusión partía de una 
valoración parcial de la prueba y 
omitía analizar circunstancias 
decisivas que conducían a una 
solución distinta.  

Para los supremos, de las cons-
tancias de la causa surgía que la 
doctora D. desarrolló durante 
aproximadamente 26 años tareas 
propias de su especialidad en esta-
blecimientos que atendían afilia-
dos de Osecac y luego fueron ad-
ministrados por Promdex SA, des-
empeñándose como responsable 
del servicio de diabetología y en-
docrinología.  

No obstante, destacó que duran-
te toda esa extensa relación man-
tuvo su condición de monotribu-
tista, emitió facturas por honora-
rios profesionales y nunca reclamó 
derechos propios de una relación 
laboral, circunstancias corrobora-
das por la pericia contable y la in-
formación proveniente de AFIP.  

Autonomía 
Sobre esa base, el fallo sostuvo que 
tales elementos revelaban una de-
cisión consciente de desenvolver-
se en un marco de autonomía, as-
pecto que adquiría especial rele-
vancia cuando la modalidad elegi-
da permaneció inalterada durante 
más de dos décadas.  

Si bien recordó que el silencio no 
puede interpretarse como renun-
cia de derechos, precisó que ese 
principio debe armonizarse con 
las exigencias de la seguridad jurí-
dica cuando el prolongado mante-
nimiento de una determinada mo-
dalidad contractual permite con-
cluir que fue consentida por am-
bas partes.  

En consecuencia, entendió que 
el comportamiento sostenido de la 
profesional evidenciaba que no 
existió intención de celebrar un 
contrato de trabajo, sino de man-
tener una relación autónoma.  

La sala también valoró que la 
actora era una médica especialis-
ta y titular de un servicio, situa-

ción que, a su juicio, la colocaba 
en una posición distinta de la del 
trabajador que requiere la tutela 
intensa de las normas laborales 
frente a la imposición unilateral 
del empleador. Por ello, estimó 
especialmente relevante el mar-
co contractual libremente acep-
tado por ambas partes y mante-
nido durante tantos años, afir-
mando que el principio protecto-
rio del derecho laboral no puede 
eliminar otras formas legítimas 
de organización de la prestación 
profesional.  

Asimismo, el tribunal advirtió 
que la sentencia recurrida había 
privilegiado únicamente la prueba 
favorable a la tesis de la dependen-
cia, dejando de lado otros elemen-
tos que demostraban la existencia 
de un vínculo distinto.  

Entre ellos destacó que los ho-
norarios percibidos por la profe-
sional eran variables, que no co-
braba vacaciones ni aguinaldo, 
que coexistían médicos depen-
dientes y autónomos dentro de la 
institución y que las pautas orga-
nizativas señaladas por algunos 
testigos respondían a las necesi-
dades propias del funcionamien-
to de un establecimiento asisten-
cial y no al ejercicio del poder de 
dirección característico de una 
relación laboral.  

 
Condicionamientos 
En esa línea se afirmó que los con-
dicionamientos invocados como 

manifestaciones de subordinación 
constituían, en realidad, exigen-
cias propias del servicio médico, 
necesarias para garantizar una 
adecuada atención a los pacientes 
dentro de una estructura sanitaria 
previamente organizada.  

Por ello concluyó que las notas 
de organización observadas no 
desvirtuaban la autonomía profe-
sional de la actora.  

Finalmente, el TSJ entendió que 
entre las partes medió una vincu-
lación asociativa basada en la mu-
tua conveniencia, en la que la ins-
titución obtenía el beneficio de 
contar con la especialización de la 
profesional y esta aprovechaba la 
infraestructura de la clínica para 
desarrollar su actividad. La pro-
longada duración de esa modali-
dad, mantenida pacíficamente 
durante más de dos décadas, re-
forzaba la vigencia de la buena fe 
contractual y reflejaba el verdade-
ro alcance del acuerdo celebrado.  

Por ello se admitió la casación, 
anuló la sentencia impugnada, re-
chazó la demanda en todas sus 
partes y distribuyó las costas por 
su orden, al considerar que las 
particularidades del caso pudie-
ron inducir razonablemente a la 
actora a litigar.

La continuidad de la facturación como monotributista, la ausencia de reclamos 
durante toda la vinculación, la organización propia de la actividad médica y el 
beneficio recíproco obtenido por ambas partes llevaron a considerar que existió 
un acuerdo asociativo y no un contrato de trabajo

Rechazan demanda laboral de una médica porque 
mantuvo una relación autónoma durante 20 años

En un contexto de constantes cam-
bios normativos y de creciente com-
plejidad en los negocios inmobilia-
rios, elegir la estructura jurídica y tri-
butaria adecuada dejó de ser una 
cuestión formal para convertirse en 
una decisión estratégica. Una plani-
ficación deficiente puede incremen-
tar los costos, generar contingencias 
legales e incluso comprometer la 
rentabilidad del proyecto. 

Con ese enfoque, Comercio y Jus-
ticia dictará el curso “Estructuración 
jurídica e impositiva de emprendi-
mientos inmobiliarios”, destinado a 
abogados, contadores, escribanos y 
profesionales vinculados con el des-
arrollo inmobiliario, en el que se 
analizarán las principales herra-
mientas legales, societarias, tributa-
rias y contables para estructurar em-
prendimientos de manera eficiente. 

"Cualquier iniciativa empresa-
rial, entre ellas los emprendimien-
tos inmobiliarios, requiere una fi-
na estructuración legal e impositi-
va, planificada incluso antes de 
que el proyecto comience", explica 
el abogado Fernando Márquez, 
uno de los docentes del curso. El 
objetivo, señala, es claro: "Minimi-

zar los riesgos legales y optimizar 
los costos impositivos". 

 
Un escenario que cambió 
Para Márquez, la forma de diseñar 
jurídicamente un negocio inmobi-
liario cambió de manera significati-
va durante la última década. La en-
trada en vigencia del Código Civil y 
Comercial, las modificaciones in-
troducidas en la Ley General de So-
ciedades y las reformas vinculadas 
al mercado de capitales ampliaron 
las alternativas disponibles para es-
tructurar este tipo de proyectos. 

"Hoy existen diferentes formas 
jurídicas para un mismo negocio y 
no una única estructura para cada 
emprendimiento", sostiene. Esa 
diversidad obliga a evaluar cuida-
dosamente cuál es el vehículo legal 
más conveniente según las carac-
terísticas de cada desarrollo. 

  
No existe una fórmula única 
Una de las decisiones más impor-
tantes al iniciar un emprendimien-
to inmobiliario es determinar si 
conviene llevarlo adelante como un 
proyecto personal, un condominio, 
una sociedad o un fideicomiso. 

La respuesta, explica el especia-
lista, depende de múltiples varia-
bles: la dimensión del proyecto, la 
cantidad de inversores, los costos 

de administración y las consecuen-
cias tributarias de cada alternativa. 

"Es fundamental que, desde la 
etapa de diseño del negocio, abo-
gados, contadores y los demás 
profesionales involucrados parti-
cipen junto a los empresarios para 
definir cuál es la mejor estructura 
jurídica", afirma. 

Aunque continúa siendo una de 
las herramientas más utilizadas en 
el mercado inmobiliario, Márquez 
advierte que el fideicomiso no 
constituye una solución universal. 

Su principal fortaleza radica en 
la conformación de un patrimonio 
separado, que protege los bienes 
afectados al emprendimiento 
frente a los riesgos personales de 
inversores y administradores. Sin 
embargo, aclara que sus ventajas 
dependen del tipo de negocio que 
se pretende desarrollar. 

También identifica un error fre-
cuente en la práctica profesional: 
utilizar modelos contractuales ela-
borados para otros proyectos. 

"Cada fideicomiso requiere es-
tudiar el negocio concreto y tradu-
cir sus objetivos en un contrato 
adecuado. Copiar estructuras di-
señadas para otras operaciones 
suele generar ineficiencias y ries-
gos", advierte. 

  
Una mirada integral 
El curso propone un abordaje con-
junto de los aspectos jurídicos, im-
positivos y contables, una perspec-
tiva que, según Márquez, resulta 
indispensable para el éxito de 
cualquier emprendimiento. 

"Si alguno de esos aspectos no 
está alineado con los objetivos del 

negocio, el proyecto puede fraca-
sar", sostiene. Incluso, una mala 
planificación tributaria puede ab-
sorber buena parte de la rentabili-
dad, mientras que una estructura 
jurídica inadecuada puede expo-
ner a inversores y administradores 
a responsabilidades personales. 

Precisamente por ello, la capaci-

tación busca brindar herramientas 
prácticas para que los profesiona-
les puedan analizar integralmente 
cada proyecto, evaluar las distintas 
alternativas disponibles y tomar 
decisiones que permitan desarro-
llar emprendimientos inmobilia-
rios con mayor seguridad jurídica 
y eficiencia económica. 

Estructurar bien un desarrollo 
inmobiliario puede  
definir el éxito del negocio
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n Curso: Estructuración jurídica e impositiva de emprendimientos  
inmobiliarios 

n Dictan: Fernando Márquez, doctor en Derecho, y Marcelo Badra,  
contador público. 

n Fechas:  13, 20 y 27 de agosto. 
n Horario: 17 a 19. 
n Modalidad: virtual; clases online en vivo por plataforma Zoom. 
n Destinatarios: Abogados, magistrados, funcionarios y empleados de la 

Justicia, contadores, empresarios, estudiantes avanzados, corredores  
públicos, corredores inmobiliarios y martilleros.  

n Preinscripción e informes:  
https://comercioyjusticia.info/cyjcapacitaciones 

n Descuentos: 50% para suscriptores de Comercio y Justicia y Semanario 
Jurídico. 

n Consultar por otros descuentos. 
n Organiza: Comercio y Justicia
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ENFOQUE. Una capacitación para estructurar negocios inmobiliarios con mayor seguridad. 

operador02
Resaltado


